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Cordial saludo,

Por medio del presente, me permito remitir recurso de reposición y en subsidio el de apelación contra el
mandamiento de pago y el auto que decretó medidas cautelares, proferidos dentro del proceso radicado bajo el
N° 11001310300520190049300, ejecutante Land Fast S.A., ejecutada Cooperativa Epsifarma en Liquidación. 

Envío copia a la dirección electrónica informada por el apoderado judicial del ejecutante en el escrito de demanda. 

Sin otro particular, le escribe,

DUVÁN CORTÉS.
ABOGADO SENIOR

 
Mobile: 320 9993345
Phone/fax: (8) 664 4393
Phone: (1) 928 9201
Site: www.legalmedical.co
Address Bogotá:Kra 6 No 11-87 Of 501
Address Villavicencio:Calle 36 No 35-53  

 

DISCLAIMER.-Este correo electrónico contiene información legal confidencial y privilegiada. Si Usted no es el destinatario a quien 

se desea enviar este mensaje,  tendrá prohibido darlo  conocer a persona alguna, así como a reproducirlo o copiarlo. 

Si recibe este mensaje por error, favor de notificarlo al remitente de inmediato y desecharlo  de su sistema.
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Señor (a) 
Juez 5º Civil del Circuito de Bogotá. 
E. S. D. 
 

Asunto: Recurso de reposición (excepciones previas). 
Ejecutante: Land Fast S.A . 

Ejecutado: Cooperativa Epsifarma en liquidación  
Ref.: Ejecutivo No 2019-00493 

Respetada Doctora;  
 

            DUVÁN ALBERTO CORTÉS, mayor de edad, abogado en ejercicio y 
vecino de esta ciudad, identificado con la cédula de ciudadanía número 
1.013.596.425 de Bogotá y tarjeta profesional número 236.828 del Consejo Superior 
de la Judicatura, actuando como actuando como asociado del colectivo de abogados 
Legal Medical Services identificado con Nit 900.860.682-7, firma de consultoría, 
acompañamiento y representación judicial, cuyo objeto comercial principal es el 
desarrollo de actividades jurídicas, clasificada con el índice 6910 de la cartilla de 
clasificación industrial internacional unificada, conforme se desprende del 
Certificado de Existencia y Representación Legal expedido por la Cámara de 
Comercio de Bogotá, actuando como apoderado judicial de la parte ejecutada, por 
medio del presente me permito me permito interponer recurso de reposición contra 
el mandamiento ejecutivo de pago conforme al art. 442 del C.G.P, proponiendo las 
correspondientes excepciones previas que trata el artículo 100 ibidem, las cuales de 
forma paralela se basan en el artículo 784 del C.Co. 
 

OPORTUNIDAD 
 

 Mediante auto del veinticinco (25) de marzo de 2021, el Despacho tuvo por 
notificada a la ejecutada a través de conducta concluyente, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 301 del C.G.P, esto es, la presentación del poder otrogado 
al colectivo de abogados para su representación en las presentes diligencias. 
 
 La citada providencia fue notificada por estados electrónicos el día veintiseis 
(26) de marzo, y allí se ordenó a secretaría poner el expediente a disposición del 
ejecutado de forma inmediata, no obstante, dicha orden se materializó hasta el día 
cinco (5) de abril de 2021, por lo que el acceso real al expediente  por parte del 
defensor de la ejecutada solo se logro en la mentada fecha. 



 

 Desde el día siguiente a la remisión del expediente, se inicia el conteo de los 
términos judiciales, por lo cual, los días 6, 7 y 8 de abril son los contentivos del plazo 
para la interposición del recurso de reposición que contiene las correspondientes 
excepciones previas. 

 
EL RECURSO 

 
En primer lugar, es necesario reseñar que el título ejecutivo consagrado en el 

Art. 422 del Código General del Proceso constituye el género de los documentos que 
pueden demandarse ejecutivamente, mientras el título valor es la especie de un 
título ejecutivo, el cual se hace exigible judicialmente mediante la figura comercial 
de la acción cambiaria, que, procesalmente se tramita por el mismo proceso ejecutivo; 
en otras palabras todo título valor es un título ejecutivo, pero no todos los títulos 
ejecutivos son títulos valores. 
 

Frente a la acción cambiaria solo proceden las excepciones señaladas en el 
Art. 784 del C. de Co., sin embargo como el trámite procesal se da bajo los 
lineamientos del proceso ejecutivo en los términos de la ley 1564 de 2012, el 
demandado puede proponer en modo general las excepciones previas señaladas en 
el supracitado artículo 100 y la reglada especialmente en el art. 430 del C.G.P el cual  
su tenor reza “Los requisitos formales del título ejecutivo sólo podrán discutirse mediante 
recurso de reposición contra el mandamiento ejecutivo(…)”.   

    
Así las cosas, el suscrito procederá a elevar las pertinentes enervaciones en  

contra del mandamiento ejecutivo de pago, para que éste sea revocado de forma 
inmediata, dadas las serias irregularidades legales que afectan la acción ejecutiva, 
incoada desacertadamente. 
 

I.- OMISIÓN DE REQUISITOS LEGALES PARA  
LA FORMACIÓN DE LA FACTURA.  

 
 A.- Los negocios jurídicos mercantiles guardan armonía con la realidad de las 
prestaciones económicas que se ejecutan allí, es por ello, que el legislador previó con 
el ánimo de evitar defraudaciones amparadas en maniobras jurídicas complejas y 
bien elaboradas, pero en últimas ilusorias, disponer la restricción legal que trata el 
art. 772  C. de Co. “… no podrá librarse factura alguna que no corresponda a bienes 
entregados real y materialmente o a servicios efectivamente prestados en virtud de un 
contrato verbal o escrito”. 



 

 
 No en vano, se debe resaltar la inteligencia del artículo 773 ibídem (aceptación 
de la factura) en su inciso 2º , al imponer como requisito adicional a la emisión de la 
factura, la constancia del recibo real de la mercancía o servicio, por cuanto la falta 
del servicio o de los bienes no se puede pasar por alto con una presunta aceptación 
tácita del documento, ya que esto promovería de forma arbitraria la incorporación a 
la legalidad del enriquecimiento sin justa causa, el cual se encuentra restringido por 
el artículo 831 del C. de Co y los mismos principios generales del derecho privado.  
 
 Ahora bien, detallando en el desarrollo del precitado artículo 773, se 
evidencia que para la operación efectiva de la aceptación tácita en la factura de venta 
deben concurrir varios requisitos, siendo el más importante de ellos la constancia 
del recibo de la mercancía o de la prestación del servicio, conforme su inciso 2º 
“…Igualmente, deberá constar el recibo de la mercancía o del servicio por parte del comprador 
del bien o beneficiario del servicio, en la factura y/o en la guía de transporte, según el 
caso(…)”. 
 
 Aunado a lo anterior, se tiene, que además de concurrir los requisitos 
indicados por el art. 773, el decreto 3327 de 2009 reglamentario de la ley 1231 de 2008 
en su art. 4º  parágrafo 2º, enseña ese requerimiento que ratifica la efectiva aceptación 
tácita del título, a saber “La constancia sobre el recibo de las mercancías o servicios podrá 
realizarse por parte del comprador o por quien haya recibido las mercancías o servicios en las 
dependencias del comprador, de acuerdo con lo señalado al respecto en el artículo 2° de la Ley 
1231 de 2008” 
   

Aterrizando lo planteado al caso en concreto, tenemos que, deben converger 
todos los requisitos establecidos en las normas que regulan este tipo de títulos 
valores, pues son estas solemnidades las que sin lugar a duda ofrecen certeza al 
público y en especial a las relaciones comerciales sobre su valor jurídico y mercantil. 
La omisión de los formalismos que regulan la expedición y formación de la factura 
logran el degeneramiento del presunto título valor en un documento del cual no 
puede promulgarse su efectividad mercantil, y en ese orden se hace evidente su 
restricción para la exigencia por vía judicial.  
 

Efectivamente, todos los documentos presentados para cobro judicial, 
adolecen de la omisión en las condiciones que reputan la efectiva aplicación jurídica 
de la aceptación tácita y de la formación de la factura al no encontrarse la constancia 
del recibo de la mercancía o del servicio prestado, máxime cuando las mismas 



 

“facturas” enuncian en su contenido un anexo detallado que forma parte integral de 
las mismas, pues allí, en teoría se debería hallar la constancia de recibo del servicio, 
o por lo menos a esa conclusión se puede arrivar despues de no encontrar dicha 
constancia en el contenido material de las “facturas” presentadas. Es por ello que 
esta excepción debe prosperar. 
 
 Dicho soporte de la prestación del servicio,  no fue adosado con las  facturas 
al expediente, y ello, tiene puede tener una explicación apenas lógica, pues las 
facturas por servicios de transporte se ecnuentran especificamente reguladas  en los 
artículos 775 y 776 del C. de Co, y en ese entendido, los documentos presentados 
para cobro tambien son insuficientes frente a los requisitos adicionales y particulares 
que se requieren para la expedición de la factura de servicios de transporte,pues 
carecen de: 
 
 1.- La mención de ser factura de transporte. 
 3.- Nombre y domicilio del remitente 
 4.- La denominación y caracteristicas que identifiquen las mercancías objeto de 
transporte. 
 6.- La constancia de ejecución del trasnporte 
 7.- La expresión en letras  y sitios visibles que se asimila en sus efectos a una ltra de 
cambio. 
  
 De cualquier modo, con, o sin considerarse que debe contener los requisitos 
adicionales que requiere una factura de transporte, la constancia del recibo del 
servicio no se encuentra en las “facturas de venta” presentadas por la ejecutante, 
incumpliendo dichos documentos con los requisitos formales que debe contener el 
título valor  -factura de venta- en su proceso de formación y aceptación,  por ello, 
debe revocarse el mandamiento de pago en su integralidad teniendo en cuenta que 
las facturas no contienen la tenacidad jurídica suficiente para soportar el cobro por 
la vía ejecutiva. 
 
 B.- Adicionalmente se echa de menos otro requisito formal de la factura de 
venta, se debe decir que resulta evidente que los documentos allegados no contienen 
la fórmula gramatical determinante de la orden de pago, siendo la factura de venta 
un título valor a base de orden. Al respecto, cabe reproducir lo plasmado sobre dicho 



 

tópico por el jurista BERNANDO TRUJILLO CALLE en su obra “Los Títulos 
Valores”1, cuando se expone  

“... Este requisito que he dejado para el final. Pero que cabría enumerar como el 
primero por venir ordenado en el arti ́culo 1°. Apartado primero. De la misma 
manera como veni ́a en el arti ́culo 772. Ha sido motivo de omisión sistemática por 
comentarista y jueces. Ya que se habi ́a sen ̃alado (numeral 1015) en ediciones 
pasadas. Que la remisión que se haci ́a en el Código (artículo 779) y hace el artículo 
5 de la ley 1263 a las normas de la letra de cambio. unida a lo que mandaba el 
arti ́culo 772. Hoy el 1. Hace presumir como se ha dicho respectivamente, que la 
factura es un ti ́tulo a base de orden y a la vez a la orden. Cuyo esquema triangular 
presupone que el creador (vendedor o prestador del servicio) debe librar una orden 
de pago a cargo del comprador o de quien recibe el servicio. Porque eso es 
exactamente lo que se deci ́a antes en dos oraciones del arti ́culo 772 y lo mismo que 
se repite en dos apartados del artículo 10 de la Ley 1231. Ahora bien: librar o girar 
es lo mismo y se hace cursando una orden de pago mediante cláusula expresa que 
esta troquelada por el derecho cambiarlo y se expresa mediante una muy conocida 
en las legislaciones: “si ́rvase pagar” ...” pague usted”: en fin, una cláusula de estilo 
que evidente y precisamente signifique eso de librar. Que es igual a girar. Porque el 
sentido juri ́dico de la expresión hoy no ofrece duda en el ámbito cambiario...”  

Así, ambas legislaciones, es decir, tanto el Código de Comercio como la Ley 
1231 de 2008 que lo modificó, definen la factura cambiaria, antes factura cambiaria 
de compraventa, de la siguiente manera: “factura es un título valor que el vendedor podra ́ 
librar y entregar o remitir al comprador...”:, entendiéndose que las mismas son ti ́tulos 
valores con base en una orden que el creador (vendedor o prestador del servicio) le 
da al deudor (comprador o beneficiario del servicio) para que le pague el crédito de 
los derechos que en la mismas se incorpora.  

Entonces, contrastando con la literalidad de las facturas aportadas como base 
de recaudo se colige que estas carecen de la orden “sírvase pagar” o “pague usted” 
o alguna semejante. Orden de pago que omitió dar el demandante, por lo que no es 
viable su cobro por esta clase de procesos judiciales.  

II.-AUSENCIA DE REQUISITO ESENCIAL GENERAL 
-LA FIRMA O ACTO PERSONAL DEL OBLIGADO- 

 
                                                
1 Tomo 2, parte especial. Editorial Leyer. Bogotá. Agosto de 2008 



 

 A.- Tratándose de excepciones previas, establece el numeral 4º del art. 784 del 
C. de Co. “Las fundadas en la omisión de los requisitos  que el título deba contener y que la 
ley no supla”…, lo que claramente persigue esta proposición es que se pueda evaluar 
el cumplimiento de las solemnidades establecidas para la ceración y formación del 
título valor. 
 
 Si bien es cierto que el mandamiento de pago fue negado por no contener la 
firma del obligado, de acuerdo a lo regulado en el numeral 2º del artículo 774 del C. 
de Co. y el art 422 del C.G.P, sosteniendo que las facturas no contienen el nombre, 
firma e identificación del encargado de recibirlas en la compañía ejecutada, decisión 
que fue revocada por el Tribunal Superior, debe tenerse en cuenta que los 
argumentos que se exponen en este medio exceptivo contemplan un sustento 
diferente que apunta al mismo norte, pues en sentir de este defensor, el Tribunal se 
limitó a examinar la decisión desde la mirada del auto cuestionado, tal como lo 
ordena el actual Código de Procedimiento, pero no evalúo otros aspectos de 
relevante importancia que impiden la consolidación formal de las facturas 
ejecutadas.  
 
 Esgrimió el Tribunal en pretérita oportunidad que: 
i.- Con cualquiera de los 3 requisitos ( nombre, identificación, o firma) se prueba el 
recibo de la factura. 
ii.- Una grafía, un signo, unas iniciales constituyen una firma o un medio de 
identificación idóneo. 
iii.- De acuerdo con el artículo 827 del C. de Co, esta puede imponerse por medios 
mecánicos 
iv.- No le esta dado al aquo cuestionarlos. 
 
 Como se indicó, el Tribunal dio una mirada limitada al asunto, partiendo de 
los argumentos de la providencia cuestionada y de los fundamentos presentados 
por el ejecutante en su recurso de apelación, muy seguramente en cumplimiento del  
mandato expreso que trata el artículo 328 del C.G.P “Competencia del superior. El 
juez de segunda instancia deberá pronunciarse solamente sobre los argumentos expuestos por 
el apelante, sin perjuicio de las decisiones que deba adoptar de oficio, en los casos previstos 
por la ley.” Sin embargo, no se adentro con una mirada holística frente a esa 
particularidad jurídica de lo que puede ser y no considerado como una firma en las 
facturas de venta. 
 



 

 Entrado en materia de títulos valores, es valido mencionar que estos 
documentos de carácter comercial y crediticio deben contener, –como negocio 
jurídico que son-, tres tipos de elementos estructurales a saber: elementos esenciales, 
los de su propia naturaleza y los elementos accidentales; para el particular me 
referiré puntualmente a los elementos esenciales ya que de conformidad con lo 
dispuesto en el articulo 1501 del C. Civil, puede decirse que dichos elementos son 
aquellos sin los cuales el instrumento mercantil, o no produce efecto alguno, o 
degenera en otro negocio jurídico diferente. 
 
 El art. 621 del C. de Co. dispone “Además de lo dispuesto para cada título-valor en 
particular, los títulos-valores deberán llenar los requisitos siguientes: 1) La mención del 
derecho que en el título se incorpora, y 2) La firma de quién lo crea2. La firma podrá 
sustituirse, bajo la responsabilidad del creador del título, por un signo o contraseña que puede 
ser mecánicamente impuesto…”. En consecuencia, la norma citada establece: primero, 
que se distinguen en el titulo-valor unos elementos esenciales particulares, los que 
la ley dispone para cada uno de ellos  - letra, cheque, factura, etc.- , y unos escenciales 
generales, comunes a todos esos documentos que son dos: el derecho que se 
incorpora y la firma de quien lo crea. 
 
 Faltando uno de esos dos elementos escenciales generales, o cualquiera de los 
elementos esenciales particulares, la única conclusión que se impone es la 
inexistencia del presunto título valor, según lo previene el imperativo legal 
consagrado en el articulo 898 del C. de Co. El cual me permito citar “… Será 
inexistente el negocio jurídico cuando se haya celebrado sin las solemnidades sustanciales que 
la ley exija para su formación, en razón del acto o contrato y cuando falte alguno de sus 
elementos esenciales”. 
 
 Es pertienente aclarar, que cuando se refiere el art. 621 a la firma del creador,  
se debe advertir que en materia de títulos–valores, tal firma debe mirarse desde un 
doble punto de vista que resulta apenas logico: i)la firma como creadora del título, 
y ii) la firma, como generadora de la obligación cambiaría, puesto que en algunos 
casos como en la factura, la sola firma del creador (vendedor) no genera obligación 
algúna; no es otro el sentido que debe pregonarse de esa afirmación cuando el art. 
625 del mismo compendio normativo establece: “Toda obligación cambiaria deriva su 
eficacia de una firma puesta en un título-valor y de su entrega con la intención de hacerlo 
negociable conforme a la ley de su circulación.”y el artículo 626 ibidem indica: “El 

                                                
2 El subrayado es mío. 



 

suscriptor de un título quedará obligado conforme al tenor literal del mismo, a menos que 
firme con salvedades compatibles con su esencia…”. 

 
Debe decirse que la falta de firma del obligado degenera el título valor, tanto 

por ausencia del precitado requisito formal que trata el art. 773, como por 
originalidad del documento como tal (art. 422 C.G.P), pues ninguno de estos 
carturales se encuentran signados como originales para diferenciarlos de sus demás 
copias contables que ordena el articulo 772 ibidem, por lo cual, la firma original sería 
la única diferenciadora de los demás ejemplares, sin embargo, ésta se echa de menos 
por no hallarse en original y pretender su convalidación con un sticker que no indica 
nombre, identificación ni firma, ya que no es dable en materia de títulos valores la 
aplicación del art. 827 del C. Co. sobre el cual se estructuró el argumento del 
Tribunal. 

 
Así pues, revisadas cuidadosamente todas y cada una de las facturas que 

sirven de recaudo en este proceso encontramos que ninguna de éstas son originales, 
pues si bien la impresión sobre un sticker, que no es una firma original, el facsímil  
(firma mecánica) utilizado no tiene este carácter, lo que le quita la condición de 
originalidad a todo el documento y por lo mismo, le hace perder la calidad de título 
valor, pues como lo ordena el inciso 3º del artículo 772 del Código de Comercio, 
modificado por el artículo 11 de la Ley 1231 de 2008, solo tiene el carácter de título 
valor para todos los efectos legales, el original firmado por el emisor y el obligado 
(…). 

 
Adicionalmente a las estudiadas facturas les falta un elemento esencial, más 

concretamente, la firma de quien se obliga cambiariamente, y a esta conclusión se 
llega porque en lugar de estar manuscritas, autografiadas o rubricadas por el emisor, 
este utilizó una firma mecánica o facsímil que no está autorizada para esta clase de 
títulos. El canon 827 del Código de Comercio que se refiere a la “firma por medios 
mecánicos” dice que ésta se considera suficiente solo en los negocios en que la ley o 
la costumbre lo admitan y es claro que esos negocios no son otros que los seriales, 
es decir, aquéllos que son emitidos en un solo acto, como ocurre con los bonos y las 
acciones para hablar de títulos y en el papel moneda expedidos por el Banco Central 
Emisor o Banco de la República,3 para mencionar otra clase de documentos, pero no 
en títulos valores y menos en la factura de venta, donde se admite que quien suscriba 

                                                
3 Tribunal Superior de Cartagena, Sent. Del 18 de enero de 2016, expediente 13001310300220110007203. 
M.P Ramón Alfredo Correa Ospina. 



 

la recepción de la factura no sea personalmente (o representante legal) del obligado 
cambiario. 

 
Frente a este tópico, el estudioso y hoy magistrado Marcos Román Guío, 

señala en su texto de títulos valores4, 
 

Revisando el contenido del artículo 827 se puede establecer ,que en el caso de las 
facturas,  la ley 1231 no consagró de manera expresa esa posibilidad, como tampoco 
lo contemplaron las normas reglamentarias, lo que pone en tela de juicio su 
aplicabilidad en materia de facturas.   
 
Y al recurrir a la costumbre se tendría que dar aplicación a lo establecido en el 
artículo 3º del Código de Comercio, que dispone  “la costumbre mercantil tendrá la 
misma autoridad que la ley comercial, Siempre que no la contraríe Manifiesta o 
tácitamente y que los hechos constitutivos de la misma sean públicos, uniformes y 
reiterados en el lugar que hayan de cumplirse  las prestaciones o surgido las 
relaciones que deben regularse por ella. 
 
En defecto de costumbre local se tendrá en cuenta la general del país, siempre que 
reúnan los requisitos exigidos en el inciso anterior”, Lo que genera cierta resistencia 
debido a la dificultad de acreditar qué se trata de un hecho público uniforme y 
reiterado. 
 
Al analizar el caso por vía de tutela, la Corte Suprema de Justicia Sala Civil, 
consideró razonable la postura ( sent. 28 de abril de 2016, exp. 11001 02 03 000 
2016 01009 00 M.P Luis Armando Tolosa Villabona), decisión confirmada por la 
Sala Laboral en sentencia del 15 de junio de 2016 exp. 66775, M.P Fernando 
Castillo Cadena). 
 
Es por lo aquí expuesto que debe revocarse el mandamiento de pago, ya 

que las facturas no cuentan con la firma, nombre o identificación plena del 
presunto obligado cambiario, o alguno de sus delegados, o por lo menos no 
tienen validez alguna frente a este tipo de cartulares, lo cual se soporta con los 
argumentos esbozados. 

 

                                                
4 Títulos valores – análisis jurisprudencial. Ed. Doctrina y Ley año 2019.  



 

B.- Aunado a lo anterior, no debe perderse de vista que el art. 773 del C. de 
Co.modificado por la ley 1231 de 2008 y reglamentado por el decreto 3327 de 2009, 
recalca en su art. 5º num. 2º “…el encargado de recibir la copia de la factura deberá incluir 
en el original que conserva el emisor vendedor del bien o prestador del servicio, la fecha en 
que fue recibida dicha copia, asi ́ como el nombre, la identificación y la firma de quien 
sea el encargado de recibirla5…”  
 
 De la lectura del texto, se extrae claramente que la expresividad de este hace 
referencia a los requisitos del nombre, la identificación y la firma de manera 
conjuntiva, es decir, que estas menciones deben concurrir simultaneamente en el 
contenido del documento y que no es factible omitir algúno de ellos, por no 
encontrarse el texto de la norma redactado en forma disyuntiva, como por ejemplo 
concetado por una “o” (nombre o identificación), sino por una “y”, diferencia 
semantica importante que va de la mano con el espirítu de esta norma, la cual valga 
la redundancia, busca en últimas la reglamentación de la factura. 
 
  Con la revisión detenida de los documentos presentados para cobro, se puede 
observar que estos carece de los requisitos señalados con antelación, pues si bien se 
encuentra un  sticker, no se halla el nombre, ni la identificación de la persona que al 
parecer recibió el documento, y ello obdece a que la radicación de estos documentos 
se llevó a cabo en un lugar diferente al establecido en el contrato, y  transgrediendo 
una vez más los requisitos con los que debe contar un documento idoneo para cobro 
judicial.  
 
 Es importante tener en cuenta que el decreto reglametario 3327 de 2009 es una 
norma de carácter especial y emitida con posterioridad al decreto 410 de 1972 (C.de 
Co.) el cual es una disposición de carácter general, por lo que ante cualquier 
controversia respecto de estas dos normas, debe prevalecer la más reciente y la de 
tratamiento especial.  
 
 En los documentos presentados para cobro, brilla por su ausencia la 
concurrencia de las nominaciones requeridas por el Decreto reglamentario 3327 de 
2009, para que la factura pueda considerarse irrevocablemente aceptada, razón 
suficiente para revocar la orden de pago. 
 

                                                
5 Subrayado es mío. 



 

C.- Finalmente, debe decirse que el ejecutante obra de mala fe, tanto así, que 
dentro de las facturas ejecutadas se puede traer a colación la No 10106, donde 
adicional a no contar con el soporte de la prestación del servicio que se echo de 
menos a lo largo de este medio exceptivo para todas las facturas, se incluye como 
cobro la suma de $81.173.294, por concepto de intereses de mora, valor sobre el  cual 
se libró mandamiento de pago y se ordenó el pago de intereses de mora sobre este 
mismo valor como si se tratase de un capital, incurriendo así en un anatocismo, 
sancionado penalmente, y en una inexistencia de la factura, pues bien se dijo que la 
ley mercantil no permite  librar facturas de venta por mercancias no entregadas o 
servicios no prestados. Debe revocarse la orden de apremio frente a esta factura. 

 
III.- INEPTITUD DE LA DEMANDA 

 
 Señala el numeral 5º del artículo 100 del C.G.P que el demandado podrá 
proponer la excepción previa de  Ineptitud de la demanda por falta de los requisitos 
formales o por indebida acumulación de pretensiones. Sin lugar a dudas, la 
ineptitud del escrito introductor nace de la falta de los requisitos establecidos por 
los artículos por los artículos 82, 83, 84,85 y 88 ibídem, por lo que no puede el 
demandado con apoyo en hechos o circunstancias distintas o que no tengan relación 
alguna con las citadas normas, procurar se declare próspera la excepción previa de 
inepta demanda por falta de requisitos formales. 
 
 El artículo 84  ejusdem señala que en las demandas que se instauren contra  
personas jurídicas, debará aportarse prueba de la existencia y representación de las 
partes, que para el caso particular es el certificado de existencia y representación 
legal de la ejecutada Cooperativa Epsifarma en liquidación, no obstante lo anterior, 
el Juzgado se aventuró al estudio de la demanda y posterior mandamiento de pago 
sin tener en cuenta que NUNCA se echo de menos el certificado de existencia y 
representación legal de la entidad que represento, pues con el líbelo se presentó un 
certificado de inscripción de libros, el cual hace referencia a los libros contables, de 
corporados y actas de asamblea, más no se trata del certificado de existencia y 
representación legal de la Coperativa Epsifarma en Liquidación. 
 

 
 



 

 Con la subsnación de la demanda se allegó copia del acta de asamblea 
extraordinaria celebrada el 30 de noviembre de 2018, donde se tomó la 
determinación de disolver la persona jurídica y su nuevo estado de liquidación, más 
no se aportó el certificado de existencia y representación legal de la Cooperativa 
Epsifarma en Liquidación. 
 

 
 
 De esta forma, el apoderado de la demandante no presentó uno de los 
requisitos más importantes que acompañan la demanda, como lo es la prueba de la 
existencia del demandado, situación que fue avalada por el Despacho quien se 
aventuró a librar mandamiento de pago sin contar con la certeza de la existencia y 
representación legal de la cooperativa demanda y de su estado actual al momento 
de la presentación de la demanda, y mucho menos de quien fundía como 
representante legal para la fecha, por lo que se configura una de las causales para 
declarar la ineptitud de la demanda, ya que no solamente se transgrede el art 84, 
sino tambien se violenta el requerimiento que trata el art. 85 del C.G.P, por lo que la 
sanción operante para este caso es la señalada en el numeral 3 del mismo art 85 que 
reza “3. Cuando en el proceso no se demuestre la existencia de la persona juri ́dica o del 
patrimonio autónomo demandado, se pondrá fin a la actuación.” 
 

El artículo 111 de la ley 79 de 1988 indica que “Disuelta la cooperativa, se 
procederá a su liquidación. En consecuencia no podrá iniciar nuevas operaciones en 
desarrollo de su objeto social y conservará su capacidad jurídica únicamente para los actos 
necesarios a la inmediata liquidación. En tal caso deberá adicionar su razón social con la 
expresión "en liquidación"6. 

 
El falta de verificación de la existencia y estado de la persona jurídica que 

represento, conllevo al Juzgado a librar la orden de apremio en contra de la 
Cooperativa Epsifarma sin incluir la frase “en liquidación” situación que no se debe 
tomar con ligereza, cuando dicha equivocación se fundamenta en la falta de 
acreditación de la existencia de la parte demandada, máxime cuando las operación 

                                                
6 Subrayado fuera de texto original  



 

de la Cooperativa Epsifarma que se encuentra disuelta, se limita únicamente a las 
labores destinadas a la liquidación de la misma. 

 
Sumado a lo anterior, las pretensiones de la demanda fueron dirigidas en 

contra de una persona jurídica diferente a mi cliente, pues allí se solicita que se libre 
orden de apremio contra la compañía LA PREVISORA S.A  con NIT 860.002.400-2, 
dando lugar a otra de las causales reseñadas en el artículo 82, puntualmente a la 
consagrada en el numeral 4º, esto es, expresar lo que se pretende con precisión y 
claridad, por tal motivo debe declararse prospera esta excepción. 

 
 

IV.  EJECUCIÓN BASADA EN UNA COPIA 
 

 Señala el artículo 422  de la ley 1564 de 2012  que “Pueden demandarse 
ejecutivamente las obligaciones expresas, claras y exigibles que consten en documentos que 
provengan del deudor o de su causante, y constituyan plena prueba contra él (…)”7 
  
 En tratándose de títulos valores, se requiere una condición especial de 
originalidad del documento presentado para cobro, y ello tiene trascendental 
importancia ya que la acción cambiaria derivada de dicho título y el ejercicio del 
derecho consignado en él, según el artículo 624 del Código de Comercio, requiere la 
exhibición del mismo; En virtud de los principios de autonomía y literalidad, se da 
una inseparabilidad del título como tal y el derecho que en ellos se incorpora, por 
esto, sin el auténtico título no puede haber negociabilidad del derecho y solo la 
exhibición del documento original legítima a su tenedor para exigir su pago.  
 
 Lo anterior, tiene su asidero en normas de origen legal que detentan bridar 
seguridad jurídica al deudor y las relaciones comerciales en general, ya que 
adelantar cobros y/o ejecuciones con copias generaría una incertidumbre apenas 

                                                
7 Subrayado fuera del texto original. 



 

lógica, pues al tratarse de instrumentos mercantiles, estos son susceptibles de 
negociabilidad y libre circulación. 
 

Lo dicho se soporta en las mismas reglas que establecen el marco de las 
formalidades y requisitos del título valor denominado factura de venta, ya que de 
su correcta formación como instrumento comercial depende su eficacia mercantil y 
por demás jurídica; así pues, el art 772  del Código de Comercio señala “(…) El emisor 
vendedor o prestador del servicio emitirá un original y dos copias de la factura. Para todos 
los efectos legales derivados del carácter de título valor de la factura, el original firmado por 
el emisor y el obligado8, será título valor negociable por endoso por el emisor y lo deberá 
conservar el emisor, vendedor o prestador del servicio. Una de las copias se le entregará al 
obligado y la otra quedará en poder del emisor, para sus registros contables”.  
 
 En igual sentido, la norma del Código de Comercio que se encarga de reglar 
los requisitos esenciales de la factura de venta establece: art. 774 “Requisitos de la 
factura: La factura deberá reunir, además de los requisitos señalados en los artículos 621 del 
presente Código, y 617 del Estatuto Tributario Nacional o las normas que los modifiquen, 
adicionen o sustituyan, los siguientes(…)” en tanto el citado art 617 del E.T indica 
“Requisitos de la factura: Para efectos tributarios, la expedición de factura a que se refiere 
el artículo 615 consiste en entregar el original de la misma, con el lleno de los siguientes 
requisitos(…)” 
 

Tenemos entonces, que el vendedor en el proceso de formación de la factura, 
al estar obligado a guardar observancia de los requisitos que establecen las normas 
que regulan esta clase de títulos valores, debe expedir como mínimo un original y 
dos copias del documento, siendo original el que se encuentra firmado por el 
vendedor y el obligado, el cual será negociable. 

 
Ahora bien, la seguridad de las relaciones comerciales en donde se negocian 

títulos valores de esta estirpe, requiere la certeza absoluta acerca de la autenticidad 
de la factura que se negocia, para ello, de forma inteligente el ordenamiento jurídico 
previó expresamente una norma que establece un requisito que lleva a tal 
convencimiento tanto al obligado como al emisor y sus posteriores tenedores, pues  
en caso de  encontrarse más de un documento con las características de originalidad 
que establece el precitado artículo 774,  solo deberá verificarse que tenga su 
anotación de copia u original para diferenciarle, siendo este último el que guarda 

                                                
8 Subrayado fuera del texto original. 



 

validez jurídica; lo dicho se relaciona con lo dispuesto del art 3º del decreto 3327 de 
2009, por el cual se reglamentó la ley 1231 de 2008 que a su tenor señala 
“Artículo 3°. El emisor vendedor del bien o prestador del servicio deberá anotar en cada 
copia de la factura, de manera preimpresa o por cualquier medio mecánico aceptable, la 
leyenda "copia" o una equivalente. Las copias de la factura, son idóneas para todos los efectos 
tributarios y contables contemplados en las leyes pertinentes”. 
 
 En síntesis de lo reseñado, se puede decir que, efectivamente el documento 
idóneo para demandar ejecutivamente el pago del importe de un título valor, y en 
especial de una factura de venta, es el original del mismo, ya que por sí sola, 
cualquiera de las copias que se deben generar, no cuenta con el mérito ejecutivo 
suficiente, en tanto que, deviene de ellas inseguridad jurídica frente al destino dado 
al original; es precisamente por ello que la ley establece una diferenciación clara, 
exacta y reiterada entre las copias de cliente, contabilidad y el original que posee el 
carácter de título valor. 
 
 Para el particular, según información del cliente se libraron multiples 
originales de las facturas, lo cual nos pondría ante el fenomeno de la duda, que no 
es otra cosa que la incertidumbre generalizada frente a la autenticidad de un 
documento, lo cual se debatirá en las excepciones de mérito si a ello hay lugar; No 
obstante lo anterior, si observa este defensor una peculariedad muy exótica de una 
factura sobre la cual se libró mandamiento de pago, y que debe advertirse  en este 
momento, la factura No 10153 contiene un gran sello que la identifica como copia y 
sobre la cual se libró mandamiento de pago, por lo que debe revocarse la orden de 
apremio. 
 

 
 



 

 
 V.- DE LA FALTA DE COMPETENCIA FUNCIONAL POR  

EXISTENCIA DE CLÁUSULA COMPROMISORIA 
 

Conforme lo establece el numeral 2° del artículo 100 del C.G.P, se constituye 
en excepción previa la existencia de una cláusula compromisoria entre los extremos 
del litigio.  Así pues, con el fin de determinar la configuración de esta excepción 
previa, es imperioso hacer mención a la existencia de un acuerdo privado de alianza 
entre Land Fast y Cooperativa Epsifarma antes de su disolución, suscrito por las 
partes del presente proceso el  1º de febrero del año 2013, el cual tiene como objeto 
conforme la cláusula primera del mismo, la prestación  de servicios de transporte (el 
cual se anexa para su verificación)  

 
En dicho acuerdo privado, entre la entidad ejecutante y la ejecutada, se 

establece de manera clara, en su cláusula décima cuarta, un compromiso a saber:  
 

Décima Cuarta. Cláusula Compromisoria. Las partes acuerdan que toda 
controversia o diferencia que surja entre las mismas con ocasión del presente contrato 
y que no sean resueltas directa y amigablemente entre éstas en un término de treinta 
(30) días calendario contados desde que fueran conocidas por las mismas partes, serán 
sometidas a conciliación de conformidad con el reglamento del Centro de Arbitraje y 
Conciliación de la Cámara de Comercio de Bogotá. En caso de no alcanzarse acuerdo 
conciliatorio o que el mismo sea parcial, las controversias serán sometidas a un 
Tribunal de Arbitramento el cual estará integrado por tres (3) árbitros designados 
uno por cada una de las partes y un tercero escogido de común acuerdo de la lista de 
árbitros inscritos en la Cámara de Comercio de Bogotá. De no haber acuerdo en la 
designación del tercer árbitro, este se escogerá por sorteo de la lista de árbitros 
mencionada. El Tribunal fallará en derecho y su trámite será el previsto en la Ley 
1563 de 2012.  
Parágrafo. Los gastos del Tribunal de Arbitramento serán asumidos por partes 
iguales entre EL CONTRATANTE Y EL CONTRATISTA.  

 
Así pues, respecto de esta excepción la Corte Constitucional mediante 

Sentencia C-662 de 2004, expuso que:  
 

La excepción de compromiso o cláusula compromisoria es una excepción que surge o 
se origina del pacto previo establecido entre las partes, tendiente a someter el contrato 
o convenio suscrito entre ellas, a la resolución de un tribunal de arbitramento, bajo 



 

un procedimiento y condiciones sen ̃alado en el contrato. Asi ́, resulta aparentemente 
claro que si las partes voluntariamente se han sometido a este mecanismo de 
resolución de conflictos conocido de antemano por ellas, deba ser esa la instancia ante 
la cual se resuelva el debate juri ́dico por lo que podri ́a considerarse infundado, que 
ellas mismas desconozcan la cláusula correspondiente y acudan a la jurisdicción 
ordinaria para la solución de su controversia. Por consiguiente, la excepción descrita 
le permite al demandado alegar la existencia de ésta cláusula dentro del proceso, a fin 
de desvirtuar la competencia funcional del juez ordinario para conocer del asunto, y 
llevar el conflicto a instancias del tribunal de arbitramento previamente pactado para 
el efecto.”  

 
Lo cual es reiterado en el mismo sentido por la Corte Suprema de Justicia, 

pues dicha corporación, en reiterada Jurisprudencia ha sostenido que la clásula 
compromisoria engloba en sí misma un fenómeno de falta de competencia objetiva 
o ratione materia, al atender al contenido sustancial subyacente de la controversia 
estaleciendo ademas que “de ser ilegalmente denegada, afectari ́a gravemente el pacto que 
es ley para las partes, sin contar, la que reclama su cumplimiento, con ningún otro medio de 
impugnación ordinario.” (CSJ Sentencia SC6315-2017 del 9 de mayo de 2017, M.P 
Margarita Cabello Blanco).  
 

Así pues, frente al caso sub iudice, es importante aducir que la misma es 
aplicable en el caso concreto toda vez que la ejecución que se pretende hacer valer 
se originó en una controversia propia de la ejecución del contrato de acuerdo de 
alianza estratégica suscrito por los extremos procesales. 
 

Por todo ello, es entonces improcedente que, las disputas derivadas de la 
ejecución del acuerdo, en tanto su objeto es la prestación de servicios de transporte, 
que se ha jecutado de manera torpida, con un detrimento para mi cliente por la 
continua perdida de mercaderías, la cual se halla soportada en documentos que la 
misma ejecutante ha emitido como son descuentos a los servicios cobrados y no 
prestados, o prestados de forma deficiente (con extravíos) y sin señalar el detrimento 
patrimonial y perjuicios causados a mi cliente. 

 
Así las cosas, los documentos que se pretenden hacer valer por el ejecutante 

se derivan directamente de este objeto contractual, y pretender que  sean resueltos 
por la justicia ordinaria, cuando de manera voluntaria, decidieron las partes 
establecer una cláusula compromisoria para dirimir sus diferencias, la cual, 



 

conforme ha establecido la jurisprudencia de las Altas Cortes, se constituye en Ley 
para las partes, conforme lo consagrado en el artículo 1602 del Código civil 
 

PRUEBAS 
   

Solicito se tengan como pruebas las siguientes: 
 

 En lo que respecta aspectos técnicos en derecho, solicito se tengan como 
pruebas los documentos obrantes en el expediente. 
 
  

SOLICITUD 
 

I.-Por todo lo anteriormente expuesto, solicito Señor Juez se sirva revocar el 
mandamiento de pago. 

 
II.- Ordenar el levantamiento inmediato de las medidas cautelares decretadas 

 
III.-Condenar en costas a la ejecutante incluyendo allí el valor de las agencias 

en derecho reguladas de conformidad con lo establecido por el H. Consejo Superior 
de la Judicatura. 

 
IV.- Por tratarse de una sentencia anticipada la que revoca la totalidad del 

mandamiento de pago, de conformidad con el inciso 6º del art. 430 del C.G.P  en 
consonancia con los arts. 280 y 283 ibidem, solicito se condene en perjuicios a la 
parte ejecutante para que su estimación sea tasada en el respectivo incidente de 
liquidación de perjuicios, ya que por cuenta de este asunto se han generado serías 
afectaciones patrimoniales a mi cliente. 

 
NOTIFICACIONES 

       
La firma apoderada, Legal Medical Services, las recibe en:  
 

Bogotá D.C. 
Carrera 6 No 11-87 Oficina 501 de  
Telf. Fijo (1) 928 92 01 
Movil corporativo: 320 999 33 45 
Correo electrónico: gestión@legalmedical.co  



 

 
 

 
Villavicencio  
Calle 36 No 35-53 oficina única, Barrio Barzal alto. 
Telf. Fijo (8) 664 4393 
 
 
De el(la) Señor(a) Juez, 
 
 
 
 
 __________________________________ 
DUVÁN ALBERTO CORTÉS  
C.C. No. 1.013.596.425 
T.P. No 236.828         



 
 

 

Señor (a):  

Juez Quinto Civil Del Circuito De Bogotá, D.C.  

ccto05bt@cendoj.ramajudicial.gov.co  

E. S. D.   

 
Asunto: recurso de reposición y en subsidio apelación en contra el auto calendado (12) 

de noviembre de (2020)   

Ejecutante: Land Fast S.A., Nit. 830.011.526-4 

Ejecutada: Cooperativa Epsifarma En Liquidación      
Ref., Ejecutivo N° 11001310300520190049300 

 
Respetado(a) Doctor(a)     
   
 

Duván Alberto Cortés, mayor de edad, identificado con la Cédula de Ciudadanía 

N° 1.013.596.425, profesional del Derecho portador de la tarjeta profesional N° 236.828 del 

C. S. J., actuando como asociado del colectivo de abogados Legal Medical Services con Nit 

900.860.682-7, firma de consultoría, acompañamiento y representación judicial, obrando en 

calidad de apoderado judicial de la parte ejecutada, Cooperativa Epsifarma en Liquidación, 

por medio del presente memorial me permito interponer recurso de reposición, en subsidio 

de apelación, en contra del auto calendado (12) de noviembre de (2020), por medio del cual 

el Juzgado decretó las medidas cautelares solictdas por el ejecuntante, puntualmente el 

embargo de acciones, dividendos y utilidades con que cuente la entidad que represento en 

la sociedad CENTRO DE EXPERTOS PARA LA ATENCIÓN INTEGRAL IPS S.A.S., 

asimismo, el embargo de los créditos que tenga a su favor en las EPS – IPS enlistadas en el 

escrito de solicitud de medidas suscrito por el apoderado judicial de la ejecutante y 

adicionalmente el embargo y retención de dineros que se encuentren o llegaren a depositar 

en las cuentas bancarias relacionadas en el segundo numeral de ese mismo documento.  

 

FUNDAMENTOS DEL RECURSO: 

 

1. NORMA ESPECIAL EN MATERIA DE PRELACIÓN DE CRÉDITOS Y 

VIOLACIÓN DE LOS DERECHOS DE LOS ACREEDORES DEL EJECUTADO 

 

En primer lugar, debemos señalar que el escrito del ejecutante y en el auto que 

decretó medidas cautelares dentro del proceso de la referencia, desconocen que, en los 

procesos de liquidación de las cooperativas, como es el caso de COOPERATIVA 

EPSIFARMA EN LIQUIDACIÓN, existe una norma especial en materia de prelación de 

créditos que es el artículo 120 de la Ley 79 de 1988, cuyo tenor literal es el siguiente: 

 

“En la liquidación de las cooperativas deberá procederse al pago de acuerdo con el siguiente 

orden de prioridades: 
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1. Gastos de liquidación. 

2. Salarios y prestaciones sociales ciertos y ya causados al momento de la disolución. 

3. Obligaciones fiscales. 

4. Créditos hipotecarios y prendarios. 

5. Obligaciones con terceros, y 

6. Aportes de los asociados. 

 

Cuando se trate de cooperativas autorizadas para captar recursos de asociados y de terceros, 

estos depósitos se excluirán de la masa de la liquidación. 

 

En los procesos de liquidación de las cooperativas de seguros y en las organizaciones 

cooperativas de segundo grado e instituciones auxiliares del cooperativismo de carácter financiero o 

de seguros, se seguirá el procedimiento especial establecido para las instituciones financieras”. 

 

2. VIOLACIÓN DE DERECHOS DE LOS ACREEDORES DEL EJECUTADO 

 

En concordancia con los argumentos atrás expuestos, encuentro oportuno exponer 

al Juzgado que mantener incólume el auto que decretó las medidas cautelares, afectaría 

gravemente no sólo el orden jurídico sino los derechos patrimoniales de todos los acreedores 

de la COOPERATIVA EPSIFARMA EN LIQUIDACIÓN, en especial derechos laborales de 

los trabajadores y ex - trabajadores de la Cooperativa, así como los demás acreedores que 

en la prelación de créditos se encuentran priorizados por encima del ejecuntante, pues se 

violaría la estricta prelación de créditos que la Ley establece. 

 

En este sentido, para las Cooperativas, como lo es la entidad demandada, los arts. 

111 y Ss. de la Ley 79 de 1988 (Por la cual se actualiza la Legislación Cooperativa), instituyen 

la liquidación, como una herramienta para proteger derechos patrimoniales, prestacionales 

y fiscales, entre otros, cuando la situación de la entidad resulta insostenible, mediante la 

venta de sus activos. 

 

En ese proceso resulta imperativo dar estricto cumplimiento a la prelación de 

créditos establecida, en los siguientes términos, por el artículo 120 de la Ley 79 de 1988: 

 

“En la liquidación de las cooperativas deberá procederse al pago de acuerdo con el siguiente 

orden de prioridades: 

 

1. Gastos de liquidación. 

2. Salarios y prestaciones sociales ciertos y ya causados al momento de la disolución. 

3. Obligaciones fiscales. 

4. Créditos hipotecarios y prendarios. 

5. Obligaciones con terceros, y 



 
 

 

6. Aportes de los asociados. 

 

Cuando se trate de cooperativas autorizadas para captar recursos de asociados y de terceros, 

estos depósitos se excluirán de la masa de la liquidación. 

 

En los procesos de liquidación de las cooperativas de seguros y en las organizaciones 

cooperativas de segundo grado e instituciones auxiliares del cooperativismo de carácter financiero o 

de seguros, se seguirá el procedimiento especial establecido para las instituciones financieras”. 

 

Como se puede observar, en esta prelación tienen un lugar privilegiado los 

acreedores laborales, obligaciones fiscales y demás priorizados por delante de los 

quirografarios.  

 

Sobre la prelación de créditos, en la sentencia C-092 de 2002 dijo la Corte 

Constitucional: 

 

“(…) el legislador prevé un sistema de preferencias, dependiendo de la calidad del crédito. La 

prelación de créditos es pues, el conjunto de reglas que determinan el orden y la forma en que debe 

pagarse cada uno de ellos. Se trata entonces de una institución que rompe el principio de igualdad 

jurídica de los acreedores, de modo que debe ser interpretada restrictivamente, ya que no hay lugar a 

decretar preferencias por analogía; sólo existen aquellas expresamente contempladas en la ley. 

 

Las preferencias pueden clasificarse en generales y especiales. Las primeras permiten al 

acreedor perseguir todos los bienes del deudor para la satisfacción de su crédito, como sucede con los 

créditos de primera y cuarta clase. Las segundas sólo afectan determinados bienes, como en el caso de 

los créditos hipotecarios, en los que sólo puede ser perseguido por el acreedor el bien sobre el que recae 

el gravamen, de tal forma que, si queda un saldo insoluto, éste se convierte en un crédito común que 

se paga a prorrata con las demás acreencias no privilegiadas. (…)  

 

El Código Civil divide los créditos en cinco clases, otorgando preferencia a los de las cuatro 

primeras, pues la quinta agrupa los créditos comunes, cuyo pago depende del remanente una vez 

cancelados todos los anteriores. (…) 

 

El privilegio de los créditos de la primera clase tiene las siguientes características: es general, 

de manera que afecta a todos los bienes del deudor, y personal, pues no se transfiere a terceros 

poseedores. Estos créditos tienen preferencia sobre todos los demás, las acreencias se pagan en el 

mismo orden de numeración en que aparecen incluidas en el artículo 2495 del Código Civil, 

cualquiera que sea la fecha del crédito y, si existen varios créditos dentro de una misma categoría, se 

cancelan a prorrata si los bienes del deudor no son suficientes para pagarlos íntegramente. 

 

Dentro de esta clase se encuentran los salarios y prestaciones provenientes del contrato de 

trabajo, las costas judiciales que se causen en interés general de los acreedores, las expensas funerales 



 
 

 

del deudor difunto, los gastos de la enfermedad de que haya fallecido el deudor, los artículos necesarios 

de subsistencia suministrados al deudor y su familia durante los últimos tres meses y los créditos por 

alimentos a favor de menores y, por último, los créditos del fisco y los de las municipalidades por 

concepto de impuestos (art. 2495 C.C.)”. 

 

En este mismo sentido, al referirse a los créditos laborales, en la Sentencia T-1033 de 

2007, dijo la Corte Constitucional: 

 

“(…) los acreedores laborales, sí cuentan con una prelación especial frente a los demás créditos 

que se pretendan hacer valer, de conformidad con la protección constitucional que ostentan dentro de 

una relación laboral, como lo ha confirmado esta Corporación, pues el salario se constituye en la 

contraprestación recibida por las tareas desarrolladas, la que debe ser cancelada de manera cumplida 

y oportuna, por constituirse en fuente de sostenimiento del empleado y su grupo familiar, siendo por 

regla general, parte de su mínimo vital.  Así lo ha establecido la jurisprudencia de este Tribunal 

Constitucional al considerar: 

 

"De acuerdo con la jurisprudencia de la Corte Constitucional, el derecho de todos los 

trabajadores al pago oportuno de su remuneración salarial, es una garantía que no se agota en la 

simple enunciación de un deber surgido de la relación laboral, sino que se trata de un verdadero 

derecho fundamental. La cumplida cancelación del salario está íntimamente ligada a la protección de 

valores y principios básicos del ordenamiento jurídico, que velan por la igualdad de los ciudadanos, 

el ideal de un orden justo, el reconocimiento de la dignidad humana, el mínimo material sobre el cual 

puede concretarse el libre desarrollo de la personalidad, y se realiza el amparo de la familia como 

institución básica de la sociedad. 

  

(…) 

 

No puede olvidarse que la figura de la retribución salarial está directamente relacionada con 

la satisfacción del derecho fundamental de las personas a la subsistencia, reconocido por la Corte 

Constitucional como emanación de las garantías a la vida (Art. 11 C.P.), a la salud (Art. 49 C.P.), al 

trabajo (Art. 25 C.P.), y a la seguridad social (Art. 48 C.P.). 

 

(…) 

 

Además, no puede perderse de vista que, como la mayoría de garantías laborales, el pago 

oportuno de los salarios es un derecho que no se agota en la satisfacción de las necesidades de mera 

subsistencia biológica del individuo, pues debe permitir el ejercicio y realización de los valores y 

propósitos de vida individuales ya comentados, y su falta compromete el logro de las aspiraciones 

legítimas del grupo familiar que depende económicamente del trabajador.  Alrededor del trabajo se 

desarrolla una compleja dinámica social que está ligada a la realización de proyectos de vida digna y 

desarrollo, tanto individuales como colectivos que, por estar garantizados por la Carta Política como 

fundamento del orden justo, deben ponderarse al momento de estudiar cada caso particular” 



 
 

 

(Cfr. Corte Constitucional. Sentencia SU-995 del 9 de diciembre de 1999 (M.P. Carlos Gaviria Díaz). 

 

Lo anterior, analizado a la luz de la normatividad que regula los procesos concursales, permite 

concluir que los créditos de carácter laboral gozan de una especial prelación, no sólo constitucional, 

sino legal, al momento de efectuarse la liquidación de la masa de bienes de la sociedad concursada, 

respetando a su vez la prevalencia que ostentan las obligaciones alimentarias a favor de los menores 

de edad.  Así, los acreedores que acrediten tal calidad, gozan de dicha protección dentro del proceso 

liquidatorio”. 

 

Precisamente con el propósito de que las medidas cautelares, en especial las de 

embargo, no entorpezcan el proceso liquidatorio, y en especial no afecten la prelación de 

créditos, el artículo 117 de la Ley 79 de 1988 dispuso lo siguiente: 

 

“A partir del momento en que se ordene la liquidación, las obligaciones a término a cargo de 

la cooperativa, se hacen exigibles, pero sus bienes no podrán ser embargados”. 

 

En este sentido, el trámite liquidatorio se debe desarrollar con absoluto respeto por 

la prelación de créditos prevista en la Ley y por el principio de igualdad entre acreedores, 

cuya materialización, impide a los acreedores de la quinta clase – como es el ejecutante - de 

la prelación señalada (acreedores quirografarios), y a los jueces ante quienes éstos acudan, 

adoptar dentro del litigio cualquier determinación que implique una vulneración de dichas 

disposiciones.  

 

A medida que se logren hacer líquidos los activos (enajenarlos), se podrán pagar 

dichos créditos privilegiados, y luego empezar a pagar, parcialmente - como se explica más 

adelante – los créditos de la quinta clase, entre los que se encuentra el del demandante. 

 

Sin embargo, reiteramos, los activos de que dispone la Cooperativa resultan 

insuficientes para pagar totalmente los pasivos del numeral 5° de la norma atrás transcrita 

– Obligaciones con terceros (quirografarios o de quinta clase), por lo cual debe aplicarse lo 

dispuesto en el artículo 2509 del Código Civil en los siguientes términos: 

 

“La quinta y última clase comprende los bienes que no gozan de preferencia. 

 

Los créditos de la quinta clase se cubrirán a prorrata sobre el sobrante de la masa concursada, 

sin consideración a su fecha”. 

 

Así, de conformidad con estas normas, a acreedores como el que es demandante 

quien pretende recaudar un pago en este proceso judicial, de ser causado, la norma impide 

efectuarlo antes que a los acreedores privilegiados (laborales y fiscales), aunado a que tal 

cancelación tampoco podría otorgarse en mayor proporción que a los demás acreedores de 



 
 

 

la misma clase (a quienes se debe pagar en la misma proporción), so pena de incurrir en 

infracción a las normas citadas. 

 

Finalmente, es importante resaltar que a partir de la medida de liquidación adoptada 

por la Asamblea general de asociados el día (30) de noviembre de (2018) (se halla soporte 

soporte en el expediente), los bienes de la entidad en liquidación adquieren el carácter de 

inembargables, toda vez que la Ley 79 de 1988, señala de manera estricta es su artículo 117 

que “a partir del momento que se ordene la liquidación, las obligaciones a término a cargo de la 

Cooperativa, se hacen exigibles, pero sus bienes no podrán ser embargados”. 

 

Así pues, en consonancia con lo reglado en el inciso primero del parágrafo único del 

artículo 594 del Código General del Proceso los funcionarios judiciales se deben abstener de 

decretar órdenes de embargo sobre recursos inembargables.  

 

PETICIÓN: 

 

En estos términos descorremos el traslado concedido por este despacho respecto del 

auto que decretó las medidas cautelares, y como consecuencia de lo expuesto solicito 

comedidamente al Honorable Despacho, se sirva REVOCAR la referida providencia.  

 

Suscribe, 

 

 

 

DUVÁN ALBERTO CORTÉS 

C.C 1.013.596.425 

T.P 236.828 del C.S.J. 

Celular Corporativo: 320 999 33 45  

 

 

 

  


